
DIRECTORES:	

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXX - Nº 132	     Bogotá, D. C., jueves, 3 de marzo de 2022	  EDICIÓN  DE 19 PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A   D E   R E P R E S E N T A N T E S

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G a c e t a   d e l   C o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

AUDIENCIA PÚBLICA NÚMERO 09 DE 
2021

(octubre 21)
2:30 p. m.

Tema: Proyecto de Ley Estatutaria número 129 
de 2021 Cámara, por medio de la cual se garantiza 
el derecho fundamental a la doble conformidad y se 
dictan otras disposiciones.

Proposición aprobada en esta Célula Legislativa 
y suscrita por el honorable Representante Henry 
Cuéllar Rico.

Presidente, Henry Cuéllar Rico:
Con el saludo de buenas tardes, damos inicio a 

esta audiencia pública que se ha convocado para 
escuchar opiniones, conceptos en torno al Proyecto 
de ley número 129 que pretende implementar la 
doble conformidad o doble instancia para quienes han 
sido juzgados en primera instancia y especialmente 
aforados, pues que no han tenido la oportunidad de en 
un segundo tribunal, en una segunda instancia, pues 
tener la oportunidad de revisión de esos casos. Señora 
Secretaria, es tan amable, sírvase leer el Orden del 
Día para hoy.

Secretaria, Amparo Yaneth Calderón Perdomo:

Sí señor Presidente, siendo las 2:41 de la tarde, 
procedo con la lectura del Orden del Día para esta 

audiencia.
HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL
Legislatura 2021-2022

AUDIENCIA PÚBLICA MIXTA
(Cumpliendo con los protocolos de bioseguridad 
establecidos por la Cámara de Representantes)

SALÓN DE SESIONES DE LA COMISIÓN 
PRIMERA

“ROBERTO CAMACHO WEVERBERG”
Y PLATAFORMA GOOGLE MEET

ORDEN DEL DIA
Jueves, veintiuno (21) de octubre de 2021

2:30 p. m.
I

Lectura de Resolución número 010 de 2021
(octubre 13)

II
Audiencia pública

Tema: Proyecto de Ley Estatutaria número 129 
de 2021 Cámara, por medio de la cual se garantiza 
el derecho fundamental a la doble conformidad y se 
dictan otras disposiciones.

Autor: Honorable Representante Juan David 
Vélez Trujillo.

Ponente: Honorables Representantes Henry 
Cuéllar Rico.

Proyecto publicado, Gaceta del Congreso: 
959/2021.

Proposición aprobada en esta Célula Legislativa 
y suscrita por el honorable Representante Henry 
Cuéllar Rico.

III
Lo que propongan los honorables 

Representantes.
El Presidente,

Julio César Triana Quintero.
La Vicepresidenta,

Margarita María Restrepo Arango.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
La Subsecretaria,

Dora Sonia Cortés Castillo.

A C TA S  D E  C O M I S I Ó N
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Ha sido leído el Orden del Día, señor Presidente.
Presidente:
Primer punto, señora Secretaria.
Secretaria:
Sí señor Presidente. 
Primer punto: Lectura de la Resolución número 

10 de octubre 13 de 2021.
RESOLUCIÓN NÚMERO 10 DE 2021

(octubre 13)
por la cual se convoca a audiencia pública.

La Mesa Directiva de la Comisión Primera de la 
Honorable Cámara de Representantes,

CONSIDERANDO:
a)	 Que la Ley 5ª de 1992, en su artículo 

230 establece el procedimiento para convocar a 
audiencias públicas sobre cualquier proyecto de 
acto legislativo o de ley.

b)	 Que mediante Proposición número 07 
aprobada en la Sesión de Comisión del martes 14 
de septiembre de 2021, suscrita por el honorable 
Representante Henry Cuéllar Rico, Ponente Único 
del Proyecto de Ley Estatutaria número 129 de 
2021 Cámara “por medio de la cual se garantiza 
el derecho fundamental a la doble conformidad y 
se dictan otras disposiciones”, ha solicitado la 
realización de audiencia pública mixta.

c)	 Que la Mesa Directiva de la Comisión 
considera que es fundamental en el trámite de estas 
iniciativas, conocer la opinión de la ciudadanía en 
general sobre el proyecto de ley antes citado.

d)	 Que el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992 
faculta a la Mesa Directiva para reglamentar lo 
relacionado con las intervenciones y el procedimiento 
que asegure la debida atención y oportunidad.

e)	 Que la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, en relación con las audiencias 
públicas ha manifestado: “(…) las audiencias 
públicas de participación ciudadana decretadas por 
los Presidentes de las Cámaras o sus Comisiones 
Permanentes, dado que el propósito de éstas no es el 
de que los Congresistas deliberen ni decidan sobre 
algún asunto, sino el de permitir a los particulares 
interesados expresar sus posiciones y puntos de 
vista sobre los Proyectos de Ley o Acto Legislativo 
que se estén examinando en la célula legislativa 
correspondiente; no son, así, Sesiones del Congreso 
o de sus Cámaras, sino audiencias programadas 
para permitir la intervención de los ciudadanos 
interesados”.

f)	 Que la Mesa Directiva de la Cámara de 
Representantes según artículo 2° de la Resolución 
0777 del 4 de abril de 2020, permite que mientras 
subsista la declaración de Emergencia Sanitaria, 
todas y cada una de las funciones que le corresponden 
a los Representantes a la Cámara de acuerdo con 
la Ley 5ª  de 1992, pueden realizarse a través de 
medios virtuales, digitales o de cualquier otro medio 
tecnológico, bajo el principio de asegurar en todos 
los casos, que se den a conocer oportunamente a 
los Representantes a la Cámara y de la sociedad 
en su conjunto, todo lo relacionado con el trabajo 
legislativo que se adelanta en las Comisiones y 
Plenarias de la Cámara de Representantes.

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar a audiencia pública 

mixta para que las personas naturales o jurídicas 
interesadas presenten opiniones u observaciones 
sobre el Proyecto de Ley Estatutaria número 129 
de 2021 Cámara, por medio de la cual se garantiza 
el derecho fundamental a la doble conformidad y se 
dictan otras disposiciones.

Artículo 2º. La audiencia pública mixta se realizará 
el jueves 21 de octubre a las 2:30 p. m., en el salón 
de sesiones “Roberto Camacho Weverberg” de esta 
Célula Legislativa y en la plataforma Google Meet en 
el siguiente ID: https://meet.google.com/fvx-zacp-kqe, 
O marca el: (CO) +57 1 8957389 PIN: 514 954 277#  

Artículo 3°. Las inscripciones para intervenir en 
la audiencia pública mixta podrán realizarlas hasta 
el miércoles 20 de octubre de 2021, en el correo 
electrónico debatescomisionprimera@camara.gov.co.

Artículo 4°. La Mesa Directiva de la Comisión 
ha designado en el honorable Representante Henry 
Cuéllar Rico, ponente del proyecto de ley estatutaria, 
la dirección de la audiencia pública mixta, quien de 
acuerdo con la lista de inscritos fijará el tiempo de 
intervención de cada participante.

Artículo 5º. La Secretaría de la Comisión efectuará 
las diligencias necesarias ante El Área Administrativa 
de la Cámara de Representantes, a efecto de que la 
convocatoria a la audiencia sea de conocimiento general 
y en especial de la divulgación de esta audiencia en el 
Canal del Congreso.

Artículo 6º. Esta resolución rige a partir de la fecha 
de su expedición.

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 13 de octubre de 2021.
El Presidente,

Julio César Triana Quintero.
La Vicepresidenta,

Margarita María Restrepo Arango.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
Señor Presidente, con relación al artículo 5°, quiero 

dejar la siguiente constancia, la Secretaría ha enviado 
las comunicaciones pertinentes, especialmente al 
Canal Institucional del Congreso y a la Oficina de 
Prensa de la Cámara de Representantes, para que 
la divulgación de la audiencia se hiciera por este 
medio y todos los ciudadanos interesados pudiesen 
participar de la misma, es así que hay dos inscritos en 
la audiencia pública, que lo hicieron el ex Ministro 
de Estado doctor Saulo Arboleda y el doctor Ricaurte 
Losada Valderrama constitucionalista y paisano de mi 
tierra del Caquetá, bienvenido doctor Losada a esta 
audiencia pública.

Igualmente, se han invitado por solicitud suya 
como único ponente de este proyecto, la Presidenta del 
Consejo Superior de la Judicatura, el Presidente de la 
Corte Constitucional, a la Presidente de la Sala Plena de 
la Corte Suprema de Justicia, al igual que al de la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, al Magistrado 
Auxiliar el doctor William Javier Salazar, el Abogado 
litigante Édgar Bello, al Fiscal Especializado Jairo 
Élbert González, al Defensor del Público William 
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Percy González, Juez Décimo Penal del Circuito 
César Javier, Juez 21 Iván Darío, Presidente del 
Colegio de Abogados Penalistas Rodrigo Parada 
Rueda, al Abogado litigante y Defensor Público 
doctor Arnulfo Pinilla, a la Fiscalía de Bandas 
Criminales Óscar Julián Moreno, Abogado litigante 
y profesor universitario Juan Carlos Gómez, 
Escribiente del Juzgado Penal Brayan Fernando 
Sanabria, un Abogado ex gobernador de Boyacá 
Miguel Ángel Bermúdez, ex presidente de la 
Corte Constitucional Alfredo Beltrán, Abogado 
Especializado Mauricio Alarcón, a la firma Víctor 
Mosquera Marín doctor Carlos Andrés López, a la 
doctora Jenny Carolina Bayona y al doctor Luis 
Ángel Esguerra.

Presidente de esta audiencia, doctor Henry 
Cuéllar, por delegación de la Mesa y como único 
ponente de este proyecto de ley estatutaria, puede 
usted dar inicio formal a la misma, indicándole, 
así mismo, que están presentes aquí dos personas 
que van a intervenir en la audiencia en el recinto 
de la Comisión Primera y están en plataforma ya 
las personas como el doctor Luis Ángel Esguerra, 
el doctor Germán Calderón España, el doctor 
Mauricio Alarcón, ya había mencionado al doctor 
Ricaurte Losada, exsenador y padre de uno de los 
Congresistas de esta Célula Legislativa el doctor 
Juan Carlos Losada, bienvenido también a esta 
audiencia. Así que, Presidente, puede usted dar 
inicio formal a la misma.

Presidente:
Muy bien señora Secretaria, muchísimas gracias, 

con el saludo de buenas tardes a quienes hacen 
presencia en este recinto de la Comisión Primera 
Constitucional de la Cámara, el doctor Saulo 
Arboleda ex Ministro de Estado, doctor Mauricio 
Alarcón que nos acompaña también, la doctora 
Paula Cuéllar hace presencia también acá en este 
recinto, saludar al doctor Germán Calderón España, 
que se encuentra participando desde la plataforma, 
al doctor Luis Ángel Esguerra también Abogado 
Especialista, que nos acompaña desde la plataforma, 
al doctor Ricaurte Losada Valderrama que también 
nos acompaña desde la plataforma.

Bien, vamos a dar las reglas del juego para la 
participación y pues obviamente que lo que queremos 
es enriquecer esta ponencia con sus conceptos, con 
su descripción del tema, de cada uno de los temas 
pues que aquí se van a tratar en la parte jurídica, para 
enriquecer como dije, la ponencia. Entonces, vamos 
a dar una participación de cinco minutos a cada una 
de las personas que quieran hacer sus aportes y luego 
si les falta tiempo, pues miraremos y les daremos uno 
o dos minutos máximo para que redondeen la idea, 
pues de sus conceptos, su participación, entonces, 
a la espera del uso de la palabra, con mucho gusto 
doctor Saulo, tiene el uso de la palabra.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Saulo Arboleda, ex Ministro de Estado:

Muchas gracias honorable Representante 
Henry Cuéllar. Yo me voy a permitir, si no es un 
inconveniente para usted y para los asistentes y para 
la señora Secretaria, leer mi intervención que es 

muy corta y que consiste en lo siguiente: la doble 
instancia o impugnación la consagra como derecho 
fundamental, sin excepción alguna, el artículo 29 
de nuestra Constitución Nacional vigente desde el 
3 de julio de 1991, también la consagra los artículos 
8° y 25 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, que rige para Colombia desde el 18 de 
julio de 1978, ambos instrumentos los ha violado 
Colombia como a continuación se demuestra.

En primer lugar, en sentencia de única instancia 
del 25 de octubre del 2000 y del 3 de julio del 2014, 
la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia me 
condenó a mí como Ministro en ese momento de 
Estado y al exministro Andrés Felipe Arias, al 
doctor Arias la Corte Constitucional en fallo de 
tutela del 21 de mayo del 2020, con cinco votos 
a favor y cuatro salvamentos de voto, le dio la 
impugnación o segunda instancia, pero este fallo 
estableció, el fallo que le otorgó la segunda instancia 
al Ministro Andrés Felipe Arias, ese fallo estableció 
a su vez que operaría para sentencias de única 
instancia solo expedidas después del 30 de enero 
del 2014, argumentando que en esa fecha la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos le otorgó a un 
exministro de Surinam la segunda instancia, por eso, 
escogió la fecha del 30 enero del 2014 a partir del 
cual regiría la segunda instancia, al usar estas fechas 
asociadas a la Convención Americana de Derechos 
Humanos, para decidir a partir de cuándo rige la 
segunda instancia, la Corte Constitucional incurre 
en un grave error al escoger el 30 de enero del 2014, 
porque la fecha válida es el 18 de julio de 1978, 
cuando la Convención Americana de Derechos 
Humanos entró en vigencia con Colombia como 
Estado Miembro, cuyo artículo 82H incorpora sin 
excepción alguna, el derecho a recurrir el fallo ante 
un Juez o Tribunal Superior.

Es que sin este artículo 82H de la Convención 
creada en 1974 y a partir del cual Colombia es 
país signatario y país miembro, sin ese artículo, 
obviamente, el fallo del 30 de enero del 2014 utilizado 
por la Corte Constitucional para que rijan a partir de 
esa fecha las segundas instancias, no podría haberse 
expedido, tuvo que haberse expedido con base en la 
creación de la Convención Americana de Derechos 
Humanos que oficialmente para Colombia rige 
desde 1974. Ahora bien, respecto a la normatividad 
de Colombia, la segunda instancia rige como es 
apenas obvio a partir del 3 de julio de 1991, porque 
el artículo 29 de la Constitución Nacional como 
derecho fundamental establece sin ninguna cortapisa 
y sin ningún salvamento y sin ninguna excepción, la 
impugnación ante un Juez o Tribunal, ese artículo 29 
establece sin ninguna excepción alguna el derecho 
a impugnar la sentencia condenatoria. ¿Por qué 
entonces el fallo de tutela del 21 de mayo del 2020, 
decide que la segunda instancia rija a partir del 30 de 
enero del 2014, violando nuestra Carta Fundamental 
y la Convención Americana de Derechos Humanos? 
Porque este 30 de enero del 2014 fue el punto medio 
tras el duro debate en la Corte Constitucional, entre 
la posición férrea de algunos Magistrados a no dar 
la impugnación o segunda instancia y la posición 
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de otro Magistrado de esa Corte Constitucional 
partidario de garantizar este derecho fundamental sin 
limitación de tiempo.

Esta afirmación, la confirma además el 
salvamento de voto en este fallo del Magistrado de 
la Corte Constitucional, que en ese momento ejercía 
la Presidencia de esta Corte, Magistrado Alberto 
Rojas Ríos, al advertir que además de las razones de 
ampararse este derecho a favor del tutelante, debía 
extenderse por el derecho de igualdad ante la ley 
mediante efectos intercomunes en favor de todas las 
personas que hubieran sido condenadas a partir de la 
promulgación de nuestra Constitución Política que 
contempla este derecho fundamental en su artículo 
29, es decir, que debe prevalecer a partir de 1991, y es 
que además en este citado fallo, en el que hubo cinco 
votos y cuatro salvamentos, los Magistrados Alejandro 
Linares, Antonio José Lizarazo y José Fernando Reyes, 
todavía miembros de la Corte Constitucional, salvaron 
su voto al afirmar que respaldan el derecho a la doble 
conformidad, pero que es el Congreso de la República 
el que, conforme a exhortos anteriores existentes de la 
Corte Constitucional, debe regular todos los aspectos 
de este derecho, conforme a nuestra Constitución en su 
componente normativo interno y en el marco del bloque 
de constitucionalidad.

De otro lado, respecto al Caso 13045 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, que se refiere 
a mi demanda contra el Estado colombiano por violar 
el citado artículo 82H de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, la CIDH, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos remitió a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, que 
dirige el doctor Camilo Gómez, su Informe número 
36 del 2020, que preciso, comillas, “Con base en las 
determinaciones de hecho y derecho del presente 
informe, la Comisión Interamericana concluye que el 
Estado es responsable por la violación de los derechos, 
a las garantías judiciales, artículo 8° y protección 
judicial artículo 25 de la Convención Americana, en 
relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, 
en perjuicio de Saulo Arboleda Gómez” cierro comillas.

Por ello, el 28 de febrero del 2021, la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado pide a la CIDH 
que dada, comillas, “La manifestación de voluntad y 
capacidad del Estado colombiano para cumplir con 
las recomendaciones contenidas en el Informe número 
326/20 de manera respetuosa, el Estado solicita a la 
Honorable Comisión conceder un plazo de tres meses 
para avanzar en su cumplimiento, por ello, el 11 de marzo 
del 2021, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos dio a Colombia los tres meses pedidos y le 
solicitó que el 15 de junio del 2021 le informara sobre 
qué medidas tomó para cumplir las recomendaciones 
de la Comisión y solucionar la situación constatada en 
el informe mencionado, pero en este informe del 15 
de junio, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado nada aportó a lo ya vigente antes de recibir de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos los 
tres meses de plazo, incumpliendo así estas.

Presidente:
Doctor Saulo, si es tan amable, ya se han cumplido 

los cinco minutos, le vamos a dar otros dos minutos 

para que redondee la idea, yo pienso que en dos 
minutos...

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Saulo Arboleda, ex Ministro de Estado:

Gracias Presidente. Entonces las dos disposiciones 
son: una, disponer de medidas necesarias para que a 
la brevedad posible, Saúl Arboleda Gómez puede 
interponer un recurso mediante el cual obtenga una 
revisión de su sentencia condenatoria en cumplimiento 
del artículo 82H de la Comisión Americana conforme 
a los estándares establecidos en el presente informe 
de fondo, y dos, y es muy importante porque esto le 
corresponde al Congreso de la República, adoptar 
las medidas legislativas a efectos de asegurar que 
su normativa sea compatible con el artículo 82H de 
la Comisión Americana, conforme a los estándares 
establecidos en el presente informe de fondo, con 
todo en carta del 30 de junio del 2021, la Secretaria 
Ejecutiva Adjunta de las CIDH, señora Marisol 
Planchart, comunicó a la señora Canciller que 
ampliaba el plazo y le otorgó otros tres meses y esos 
tres meses también se vencieron, y en los tres meses 
tampoco hizo nada la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, es decir, dejó la situación como 
estaba antes de solicitar la primera prórroga de tres 
meses y la segunda prórroga de seis meses, luego, a 
los 6 meses, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado nada respondió de nuevo, para poder 
asegurar que yo pudiera presentar la impugnación.

Y, finalmente, a raíz de todo este incumplimiento, 
finalmente el 30 de septiembre del 2021, la CIDH 
decidió presentar mi caso 13045 ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, esto es 
bien importante, porque aquí es donde ya se da una 
decisión muy de fondo contra el Estado colombiano, 
es la primera vez realmente en un caso como estos, 
que la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos traslada, presenta el asunto ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos con sede en San 
José de Costa Rica, este traslado, esta presentación ya 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
significa que el Estado colombiano se verá abocado a 
sanciones de carácter institucional y económico por 
parte de la citada Corte Interamericana y ante mi corto 
y concreto derecho de petición, respecto a que, si en 
mi caso procedía o no la impugnación, miren ustedes 
cómo la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, el 6 de octubre 2021, hace apenas veinte días, 
reconoce, entre comillas, “Como consecuencia de lo 
anterior, no es procedente la segunda instancia para la 
citada sentencia”, o sea, el propio Estado colombiano 
reconoce que no tiene las medidas y las disposiciones 
normativas para conceder la segunda instancia a 
quienes fueron condenados antes del 30 de enero del 
2014.

Ya voy a terminar, señor Presidente y señora 
Secretaría de la Comisión. Ahora bien, para llenar el 
vacío jurídico por falta de impugnación o de segunda 
instancia para sentencias de única instancia expedidas 
antes de 30 enero del 2021, se han presentado ya tres 
proyectos de ley estatutaria, de las cuales dos se han 
archivado, por no darse en sus respectivos periodos 
los cuatro debate reglamentarios, y es curioso que a 
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pesar de la incuestionable necesidad nacional de esta 
ley estatutaria, solicitada con insistencia al Congreso 
de la República por la Corte Constitucional y por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, no 
ha sido el Gobierno quién ha tomado la iniciativa 
de presentarla y mire usted señor Presidente como 
está ausente aquí, y yo sé que ustedes los invitaron 
porque acaba de leer la señora Secretaria General las 
invitaciones a quienes las formuló, no está aquí presente 
nadie del poder Ejecutivo, siendo como lo es, una ley 
fundamental para poder el sector ejecutivo evitarse 
sanciones y para poder llenar un vacío fuerte que tiene 
en la Constitución Nacional. Pues bien, en efecto como 
en las dos anteriores que han sido archivados, este tercer 
Proyecto de Ley Estatutaria, doctor Henry, número 129 
2021, “por el cual se garantiza el derecho fundamental a 
la doble conformidad” analizado hoy en esta audiencia, 
es de iniciativa parlamentaria a través del honorable 
Representante Juan David Vélez, del cual usted es 
ponente, honorable Representante Henry Cuéllar.

Por ser de indudable interés nacional, los señores 
Ministros del Interior y de Justicia, deberían impulsar 
y apoyar este proyecto en la presente legislatura, para 
asegurar al fin su sanción como ley estatutaria, ello resulta 
necesario por su conveniencia y porque será difícil una 
cuarta presentación si se archiva por tercera vez este 
proyecto, lo que significaría además un incumplimiento 
definitivo del Congreso de la República, al insistente 
pedido de la Corte Constitucional y de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, para que sea 
aprobado como ley estatutaria. Honorable Representante 
Henry Cuéllar. hasta ahora solo mi caso 13045, ha 
sido presentado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, se estiman en ciento cincuenta los 
otros casos en Colombia similares al mío, afectados por 
condenas de única instancia emitidas antes del 30 enero 
del 2014, a las cuales Colombia impide el derecho a ser 
impugnadas, de estos ciento cincuenta casos, muchos 
están ya demandados ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y esperan decisión similar a la mía, 
con las consecuencias adversas que ello traerá en materia 
económica institucional para el Estado colombiano.

Sin duda, la posibilidad de una cascada sucesiva 
de decisiones y sanciones de parte de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos a Colombia, 
por no garantizar la segunda instancia o impugnación 
a sentencia de única instancia de antes del 30 enero del 
2014, se evitará con la aprobación de este Proyecto de 
Ley Estatutaria 129 de 2021, “por el cual se garantiza el 
derecho fundamental a la doble conformidad”, para ello es 
fundamental el respaldo y apoyo del Gobierno nacional, 
que no se ha visto hasta el presente; quisiera concluir con 
algo, señor Representante Henry, que por obvio parecería 
innecesario reiterar, la segunda instancia o impugnación 
no es solo para absolver y/o revocar una sentencia de 
condena de primera instancia, es también para ratificarla. 
Muchas gracias.

Presidente:
Muy bien doctor Saulo, muchas gracias a usted 

por su intervención, por los aportes que hace en esta 
audiencia pública, para enriquecer esa ponencia que 

vamos a presentar ante la plenaria de la Cámara de 
Representantes. Quiero hacer una claridad, que esto 
también se hace dando cumplimiento a reiteradas 
sentencias de la Corte, en donde le pide al Congreso 
que regule todo lo que tenga que ver y lo que tiene 
que ver con la impugnación de la primera sentencia 
condenatoria en materia penal, de tal manera que 
lo que dice usted es cierto, también aquí tenemos 
una exhortación de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, que ha conseguido un plazo 
perentorio al Estado colombiano para que implemente 
pues el mecanismo necesario, especialmente en un 
caso particular, si mal no estoy, el caso es el suyo, 
no sé si es el suyo, pero aquí tenemos claro que hay 
un caso ya pues en la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos intervenido y le ha dado un plazo 
al Estado colombiano. 

Seguidamente le damos la palabra el doctor 
Ricaurte Losada Valderrama, quien se encuentra en 
plataforma, seguimos después con el doctor Mauricio 
Alarcón.

Secretaria:
Doctor Ricaurte prenda su micrófono por favor. 

Debe en la opción de prender el micrófono doctor 
Ricaurte, prender el micrófono porque no tiene audio, 
si quiere continuamos con otra persona mientras usted 
soluciona su problema.

Presidente:
Tenemos un problema acá de audio con el doctor 

Ricaurte Losada Valderrama. Entonces, continuamos 
doctor Mauricio con mucho gusto el uso de la palabra, 
cinco minutos y si es necesario pues le damos otros 
dos minutos para que usted termine su intervención.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Mauricio Alarcón Rojas, Abogado 
Especializado en Derechos Humanos:

Gracias señor Presidente. Doctor Henry, desde 
la experiencia que he tenido por más de veinte años 
en temas de este manejo, como asesor con firmas de 
abogados del Continente y llevando casos también 
aquí de Colombia, es muy importante tener en cuenta 
el preámbulo frente al punto de reconocimiento, y me 
refiero a la Convención Americana que dice que los 
derechos esenciales del hombre no nacen del hecho 
de ser nacional de determinado Estado, si no tiene 
fundamento los atributos de la persona humana, 
esto es trascendental, cuando se viene la sentencia 
de la Corte Constitucional en el caso del doctor 
Arias, simplemente hace un reconocimiento a partir 
del 2014, como si estuviera declarando derechos 
humanos o que las personas hasta ese momento aquí 
en Colombia tienen ese derecho a la doble instancia, 
y se olvida del factor humano, es inherente al ser, 
todos tenemos ese derecho a la doble instancia que 
unos lo vamos a usar, otros no lo vamos a usar, 
quienes no tuvimos nunca un problema y ojalá no 
lo tengamos, no lo vamos a utilizar, pero aquellas 
personas que lo tuvieron, sí lo tienen que utilizar. 
Es inherente a esa persona, por eso es atemporal, 
nace la persona y va con él, por eso es trascendental 
que en la ley quede esta parte del preámbulo, el 
reconocimiento que es un derecho humano inherente 
al ser.
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Adicionalmente, también en el capítulo de 
enumeración de deberes de la Convención, en el 
artículo 2°, es muy claro y dice: deber de adoptar 
disposiciones del derecho interno, si en el ejercicio 
de los derechos y libertades mencionados en 
el artículo 1°, no estuviese ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados Parte se comprometen a adoptar con 
arreglo a los procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones de esta Convención las medidas 
legislativas o de otro orden, que fueren necesarias 
para hacer efectivos tales derechos, es decir, son 
ustedes los llamados, es el Congreso de la República 
porque a través del artículo 150 numerales 1 
y 2, están llamados a crear leyes, reformarlas, 
interpretarlas, modificar los códigos, pero también el 
152, procedimiento sobre la ley estatutaria. Por eso, 
para mí es muy grato estar aquí el día de hoy, porque 
creo que después de cincuenta años de firmado el 
Pacto Internacional con Naciones Unidas, ya son 
prácticamente cincuenta y cuatro, no se ha legislado, 
y vamos a la Convención, cincuenta y dos años 
vamos a cumplir y no se ha legislado, y la Corte 
requiere, las personas claman ese derecho y es una 
obligación de quienes nos representan.

Porque ustedes son la representación del pueblo, 
los que tienen que cumplir con estos compromisos y 
lo digo con mucho respeto, doctor Henry, que usted 
es el ponente, que me agrada muchísimo estar en 
esta audiencia pública, porque para mí esto no es 
simplemente legislar una segunda instancia, una 
doble conformidad o una impugnación de sentencia, 
es honrar la palabra frente al continente respetando 
la Convención, y frente a Naciones Unidas después 
de cincuenta años, es triste decirlo que pasó todo ese 
tiempo, se han vulnerado derechos gravísimos, se 
han fallado con inobservancia de todo lo que quiera, 
pero hoy es el momento de que el Congreso de la 
República no pase a la historia como el que archivó 
por tercera vez la doble instancia, sino el que la 
legisló y amparó ese derecho. 

Por eso, en el parágrafo del proyecto de ley del 
artículo 3°, en el parágrafo primero creo que es 
innecesario dejar una vigencia a partir de tal fecha, 
no, él no tiene que tener vigencia, todo ser humano 
que haya sido sancionado en proceso de única 
instancia, tiene derecho a impugnar la sentencia. 
como lo dice el 14.5 del Pacto o el 8.2H de la 
Convención, ¿por qué? Por ser humano, no más, ahí 
en ese momento nace a la vida jurídica ese derecho 
que es consustancial a la persona desde que nace, 
por eso considero que esa parte debería desaparecer,

Pero sí, en el artículo 2° considero que debe 
haber una imposición temporal para que la ley nos 
quede y se quede en el aire y se vuelva nugatoria, 
un término perentorio para que quienes son los 
nominadores, que los Magistrados de la nueva sala 
lo hagan en un término no superior a seis meses a 
partir de la legislación, y de no hacerlo incurrirían 
en faltas disciplinarias gravísimas. ¿Por qué? Porque 
se quedaría la ley en el transcurso del tiempo y ya 
lo hemos visto, que para nombrar Magistrados de la 

Corte, se pueden demorar dos o tres años, cuando es 
una obligación de que no haya vacío de esos jueces. 
Entonces, sobre ese punto, en el artículo 2° sí debería 
incluirse un texto condicionado a una temporalidad 
y que de no hacerlo, es una falta gravísima. El otro 
problema que yo veo…

Presidente:
Doctor Mauricio, dos minuticos para que termine.
Continúa con el uso de la palabra el doctor 

Mauricio Alarcón Rojas, Abogado Especializado 
en Derechos Humanos:

Gracias. Y el otro punto, es la limitación al tiempo 
que tienen para fallar instancias y estamos hablando 
de cuarenta, cincuenta casos, miren, se los digo 
por experiencia, los procesos no son sencillos, son 
procesos en los cuales tenemos y nos encontramos 
en procesos de única instancia contra aforados 
constitucionales, que pueden tranquilamente tener 
trescientos cuadernos de trescientos folios cada uno 
y más de cien DVD completos con las audiencias 
que se realizaron, por eso. lo importante es crearse 
y que se falle, no interesa si se gastan dos años, 
tres años o un año, y esa es mi posición en esta 
intervención, mi aporte. Gracias señor Presidente, 
gracias a los presentes.

Presidente:
A usted muchas gracias doctor Mauricio. En la 

plataforma tenemos al doctor de Germán Calderón, 
no sé si el doctor Ricaurte Losada tenga ya 
solucionado. Doctor Ricaurte con mucho gusto.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Ricaurte Losada Valderrama, ex Senador 
de la República y Constitucionalista:

Gracias doctor Henry, Presidente de la audiencia 
y ponente del proyecto, señora Secretaria, paisana, 
participantes todos en esta audiencia. El Proyecto 
de ley 129 de 2021, que tiene por objeto garantizar 
los derechos fundamentales a la doble instancia, 
doble conformidad y a la favorabilidad en el ámbito 
penal, de acuerdo a los mandatos constitucionales y 
a los tratados internacionales de Derechos Humanos 
vigentes en Colombia, doctor Henry debiera regular 
también la doble instancia en los procesos de 
pérdida de investidura, y me refiero a la pérdida de 
investidura en este caso solo para hacer efectivos 
los principios de igualdad y de favorabilidad, 
desconocidos por la Ley 1881, doctor Henry, 
de 2018, tal y como lo expongo a continuación: 
Según la Corte Constitucional, en el orden 
interno es meridiano, que prevalecen los tratados 
internacionales relativos a los Derechos Humanos 
ratificados por Colombia, de conformidad con la 
jurisprudencia de la Corte en virtud del artículo 93 
de la Carta, el amparo de las garantías procesales 
fundamentales por ser protectoras de los Derechos 
Humanos, son de obligatorio cumplimiento al estar 
dentro de la jerarquía normativa en el mismo nivel 
de la Constitución.

Corte Constitucional Sentencias C-574 del 
92, Ciro Angarita Barón Magistrado Ponente; 
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Sentencia C-578 del 95, Eduardo Cifuentes Muñoz 
Magistrado Ponente; C-400 del 98, Alejandro 
Martínez Caballero Magistrado Ponente y C-774 
de 2001, Rodrigo Escobar Gil Magistrado Ponente. 
Varios tratados internacionales relativos a los 
Derechos Humanos prevén expresamente la doble 
instancia, suficientísimamente conocidos, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1996 
y la Convención Interamericana sobre Derechos 
Humanos suscritos y ratificados por Colombia, 
consagran el derecho de toda persona a que el fallo 
condenatorio y la pena impuesta sean sometidos a un 
Juez o Tribunal Superior. Así mismo, es evidente el 
amplio consenso que existe a nivel ecuménico sobre 
la materia, aún en relación con delitos de los cuales 
conocen Tribunales Especiales o ad hoc, a tal punto 
que dos Estatutos Penales Internacionales consagran 
esta garantía, el de Roma suscrito por Colombia, se 
refiere a la Sala de Apelaciones en primera y segunda 
instancia, y el del Tribunal Internacional para la 
antigua Yugoslavia, establece el principio de la doble 
instancia a través de una Cámara de Apelaciones.

De lo dicho, resulta indispensable establecer un 
sistema, para cumplir materialmente las disposiciones 
contenidas en estos instrumentos internacionales.

Presidente:
Doctor Ricaurte, le damos un minuto más para que 

redondee la idea, para que concluya por favor. Doctor 
Ricaurte si es tan amable prenda el micrófono, prenda 
el micrófono suyo.

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Ricaurte Losada Valderrama, ex Senador de la 
República y Constitucionalista:

De manera, que se encuentra un correlativo 
desarrollo en su parte orgánica, por lo cual era 
necesario establecer en esta garantía como se hizo 
para la pérdida de investidura, pero se desconocieron 
en esta, doctor Henry, los principios referidos de 
igualdad y favorabilidad, razones por las cuales 
no se trata de una generosa concesión, sino de una 
obligación interna e internacional incumplida, la 
Ley 1881 de 2018, al regular el procedimiento de 
Pérdida de Investidura y derogar la Ley 144 del 
94 que lo establecía, consagró la doble instancia 
creando las Salas Especiales de Decisión de Pérdida 
de Investidura, que quedaron conformadas por cinco 
Magistrados y no me refiero al desarrollo inmediato 
de ello, pero sí, doctor Henry, como ponente, tenga 
presente que, sin embargo, la Ley 1881 establece 
que los procesos en los cuales se haya practicado la 
audiencia de Pérdida de Investidura y por ende los 
ya concluidos quedaron de única instancia, violando 
así los principios de igualdad y de favorabilidad que 
debieran aplicarse, y que un proyecto como este está 
llamado a corregir para hacer efectivo estos principios 
garantistas, el país necesita consolidar el Estado de 
derecho.

Presidente:
Doctor Ricaurte, se ha terminado el tiempo, le 

agradecemos mucho su intervención, su opinión, 
que nos da luces para enriquecer esta ponencia. 
Se encuentra también en la plataforma el doctor 
Germán Calderón, entonces le damos el uso de la 

palabra al doctor Germán, no lo escuchamos doctor 
Germán, es tan amable revise su micrófono, doctor 
Germán no tenemos sonido, no tenemos retorno acá, 
si es tan amable revise su micrófono.

Doctor Ricaurte Losada Valderrama:
Doctor Henry, excúseme doctor Henry, en diez 

segundos terminaría.
Presidente:
Sí señor, con gusto le damos el uso de la palabra 

otros diez segundos, doctor Ricaurte encienda el 
micrófono.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Ricaurte Losada Valderrama, ex Senador 
de la República y Constitucionalista:

Doctor Henry, voy a terminar diciendo que usted, 
que estoy seguro va a ser una brillante ponencia, debe 
aprovechar para resolver el problema no solo penal 
sino de pérdida de investidura, porque el Estado 
colombiano ha venido cometiendo injusticias que 
deben corregirse y que el Congreso colombiano no 
debiera seguir permitiendo, es todo. Muchas gracias.

Presidente:
A usted, muchas gracias doctor Ricaurte, 

muchísimas gracias. Doctor Germán Calderón, si es 
tan amable, ya lo escuchamos, adelante.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Germán Calderón España, Abogado:

Bueno, muchas gracias doctor Henry Cuéllar, 
honorable Representante de esta Comisión Primera, 
buenas tardes a todos los Representantes que se 
encuentran presentes y buenas tardes a todos los 
asistentes. En estos breves minutos que se me han 
otorgado, quiero hacer precisión sobre algunos 
aspectos constitucionales a tener en cuenta, en 
forma respetuosa y humilde recomendamos a tener 
en cuenta en este Proyecto 129 de 2021, que tiene 
que ver con la doble conformidad para todos los 
juicios de única instancia en Colombia, partiendo de 
la base de que por principio natural, por un derecho 
humano que es la segunda instancia, es decir, que 
nadie puede ser condenado, nadie puede ser sujeto 
de una decisión de única instancia en ninguna de las 
jurisdicciones, llámese la jurisdicción penal, llámese 
la jurisdicción comercial o mercantil, llámese la 
jurisdicción civil, laboral, administrativa, etcétera.

¿Por qué? Porque de la naturaleza del ejercicio 
de los operadores judiciales, es decir, de los Jueces 
de la República, se desprende que todos como seres 
humanos cometemos errores, cometemos yerros 
judiciales que no debe por qué pagar el ciudadano 
a quien le asiste desde su primigenio momento de 
la concepción y, por supuesto, desde su nacimiento, 
un derecho fundamental, un derecho humano 
como es este derecho de la doble instancia o como 
lo ha denominado la Corte Constitucional: de la 
doble conformidad; es un derecho subjetivo, es un 
derecho universal, subjetivo, como ya lo dijo uno 
de los intervinientes, que desde la concepción y el 
nacimiento de un ser humano le asiste este derecho 
hasta su muerte. Adicionalmente universal, porque 
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está en todos los tratados internacionales, en los 
instrumentos internacionales de protección de 
derechos humanos a nivel internacional y a nivel 
regional.

Por lo cual, me remito a esos primeros parámetros 
que fundan y motivan este importante proyecto de ley, 
como son nada menos y nada más que la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que en su artículo 
8° numeral 2° literal h) establece claramente el 
derecho de recurrir el fallo ante un Juez o Tribunal 
Superior. 

Este derecho contemplado en esta Convención 
Americana de Derechos Humanos, Pacto de San 
José de Costa Rica desde 1969 y vigente desde 1976 
para toda nuestra región, es la que implementó el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, es 
decir, la Comisión y la Corte Interamericana, una en 
Washington y la otra en San José de Costa Rica, ya 
ha hecho pronunciamientos claros y contundentes, 
valga decir, remitirnos a este pronunciamiento que 
se hizo de fondo en el Informe 326 de 2020, la 
Comisión recomienda disponer lo pertinente para que 
se le otorgue la Segunda Instancia al exministro Saulo 
Arboleda Gómez, situación que hasta la fecha no se 
ha podido materializar, no se ha podido concretar y 
no se ha cumplido por parte del Estado colombiano, 
que es parte firmante de este Pacto de San José de 
Costa Rica, vinculante a todas luces en su contexto, 
en su integridad y en sus interpretaciones que hace 
la Comisión a través de estos informes de fondo y 
de estas recomendaciones, como también a través 
de las sentencias que dicta en materia de protección 
de derechos humanos la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

Así mismo, existe otro instrumento internacional 
que sirve de parámetro fundante de este proyecto de 
ley, que es el artículo 14.5 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que establece claramente 
que todo ciudadano tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto en 
juicio, sean sometidos ante un Tribunal Superior, estos 
son instrumentos internacionales que deben fundar, 
motivar este Proyecto de ley que va a marcar un hito, 
porque como también lo dijo uno de los intervinientes, 
no es un proyecto que esté reivindicando un derecho 
que acaba de nacer, o que nació con la Sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 30 
de enero 2014, en el caso de un ciudadano a quien se 
le concedió esa Doble Conformidad contra el Estado 
de Surinam, pero que fue adoptado en una forma diría 
yo respetuosamente frente a la Corte Constitucional 
equivocada, sin justificación razonable y objetiva, 
por cuanto se tuvo en cuenta que se reivindicara el 
derecho a la Doble Conformidad en el caso del doctor 
Andrés Felipe Arias, en la Sentencia SU-146 de 2020, 
a partir de esa fecha 30 de enero 2014, en forma como 
lo digo nuevamente, respetuosamente equivocada, 
la Doble Conformidad, la doble instancia como ya 
lo he reiterado es un derecho humano, un derecho 
constitucional.

Presidente:
Doctor Germán, le damos otros dos minutos 

para que termine su intervención, redondee su 

intervención, prenda el micrófono por favor doctor 
Germán.

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Germán Calderón España, Abogado:

Gracias, supongamos que se pongan fechas o 
límites temporales a este derecho fundamental y 
humano, pues bien podría haberse tenido en cuenta 
el Pacto San José de Costa Rica y su vigencia o 
tan solo nuestra Constitución Política de 1991, que 
claramente en el artículo 29 establece el derecho a 
la doble instancia contra toda decisión condenatoria. 
Bueno, estos parámetros internacionales además 
de los parámetros o elementos constitucionales 
de trascendencia constitucional interna, como 
aquel artículo 25, el artículo 85, el artículo 93 que 
establece que los tratados internacionales a través 
del bloque de constitucionalidad ingresan al derecho 
interno con una fuerza vinculante, con un rango 
constitucional de supremacía constitucional deben 
ser tenidos en cuenta. Pero adicionalmente, debe ser 
tenido en cuenta también en este proyecto de ley y en 
forma respetuosa se lo digo, esos pronunciamientos 
de esos organismos cuasi judiciales, jurisdiccionales 
y jurisdiccionales, como son esa Comisión y esa 
Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Además de tenerse en cuenta también, reitero 
y solicito respetuosamente que así se tenga en 
cuenta, el criterio o el exhorto que le hace la Corte 
Constitucional en esa Sentencia que le otorgó la 
Segunda Instancia al doctor Andrés Felipe Arias, 
con la cual no estamos en ninguna contraposición 
por el contrario fue un triunfo de la democracia, un 
triunfo de la representación, un triunfo de todas las 
instituciones jurídicas colombianas a través de esa 
Sentencia que se le otorgó ese derecho fundamental, 
pero que por vía de derecho de igualdad, igualdad 
de trato, igualdad de oportunidades se le debe 
conceder a todos los aforados constitucionales que 
han sido sujetos de una Sentencia Condenatoria en 
Primera Instancia, y téngase también en cuenta o 
solicito respetuosamente a esa Célula Legislativa, el 
salvamento de voto del doctor Alberto Rojas Ríos, 
en esa Sentencia SU-146 de 2020, que dice que 
claramente el Pacto Interamericano de Derechos 
Civiles y Políticos en ese artículo 14.5 extiende 
intercomunis sus efectos.

Presidente:
Doctor Germán muchísimas gracias, muchísimas 

gracias. Se encuentra en plataforma el doctor Rafael 
Andrés Gómez Gómez, él es delegado del doctor 
César Javier Valencia Caballero, que es Juez Décimo 
Penal del Circuito de la ciudad de Bucaramanga. 
Entonces, con gusto le damos el uso de la palabra al 
doctor Rafael Andrés Gómez.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Rafael Andrés Gómez Gómez:

Muy buenas tardes para todos, a los señores 
Representantes a la Cámara y demás personas 
asistentes a esta audiencia pública. En primer lugar, 
agradecer por la invitación y esta oportunidad para 
efectos de exponer unas breves observaciones sobre 
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el Proyecto de Ley Estatutaria que regula el derecho 
fundamental a la Impugnación Especial, igualmente, 
ofrecer excusas por parte del doctor César Javier 
Valencia Caballero, quien en este momento se 
encuentra adelantando una audiencia dentro sus 
funciones como Juez, por lo cual no fue posible que 
compareciera a esta audiencia. Sin embargo, entre 
los dos trabajamos un documento que remitimos 
al correo electrónico debatescomisiónprimera@
cámara.gov.co, que les recomiendo que lo lean, 
que lo tengan en cuenta, allí nosotros brindamos 
una breve contextualización frente al derecho a la 
impugnación, ilustramos el estado de la cuestión 
en material del marco convencional de derecho a la 
impugnación en nuestro sistema tanto internacional 
como interamericano de protección de derechos 
humanos.

Con ocasión al tiempo que se ha otorgado para la 
intervención, pues me remitiré específicamente a las 
observaciones que en dicho documento realizamos 
al proyecto de ley que se pretende adelantar en el 
Congreso de la República. En primer lugar, una 
breve definición del derecho a la impugnación, es 
un derecho humano, en virtud del cual la persona 
que ha sido condenada en un proceso penal, puede 
tener acceso a un recurso judicial efectivo, para 
que dicha sentencia condenatoria sea revisada por 
un Tribunal Superior al Juez que lo profirió, ya sea 
en cuanto a la fundamentación práctica, jurídica 
y probatoria de la sentencia que llevó a que se le 
declarara penalmente responsable o respecto de la 
pena impuesta o eventual procedencia de subrogados 
penales. Algunas características que en el marco del 
Sistema Internacional de Protección de Derechos 
Humanos, concretamente en el marco del Sistema 
Interamericano a través de varias decisiones de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
algunas características que debe tener esta garantía 
judicial del derecho a la impugnación son las 
siguientes: debe ser un recurso, es decir, que debe 
ser garantizado antes de que la sentencia adquiera 
la calidad de cosa juzgada, ello para evitar que 
persistan los errores de los que puede estar viciada 
la decisión y que causaran un perjuicio indebido a 
los intereses de una persona.

Debe tratarse de un recurso eficaz, que debe 
procurar resultados o resultas al problema para el 
cual fue concebida, es decir, tiene que constituir un 
medio adecuado para procurar la corrección de una 
condena errónea. Debe ser un recurso accesible en 
las formalidades requeridas para que el recurso sea 
admitido, deben ser mínimas y no pueden constituir 
un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de 
examinar y resolverlo los agravios sustentados por el 
recurrente. Debe constituir un medio adecuado para 
procurar la corrección de una condena errónea, ello 
requiere que pueda analizar cuestiones prácticas, 
probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia 
impugnada, consecuentemente las causales de 
procedencia al recurso deben posibilitar un control 
amplio de los aspectos impugnados de la sentencia 
condenatoria, se entiende como un recurso de 
alcance de toda persona condenada, incluso de aquel 

que haya sido condenado mediante una sentencia 
que revoca una decisión absolutoria, y tiene que 
respetar las garantías procesales mínimas previstas 
en el artículo 8° de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, que resulten pertinentes y 
necesarias para resolver los ataques planteados por 
el impugnante, sin que implique la realización de 
un nuevo juicio oral. Estas características del derecho 
a la impugnación, nos la da la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en la decisión del caso Norin 
Catriman y otros versus Chile del 29 de mayo de 2014.

Ahora bien, en concreto, las observaciones frente 
al proyecto de ley son las siguientes: con el proyecto 
de ley respecto del cual se pretenden realizar estos 
comentarios, debemos señalar que no logra resolver 
completamente el reconocimiento de aplicación de 
la garantía judicial bajo estudio por las siguientes 
razones. En primer lugar, su fundamentación se centra 
en los juicios de única instancia, que en materia penal 
y hasta antes de la expedición del Acto Legislativo 
01 de 2018, le correspondían a la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, respecto de 
los aforados mencionados en el artículo 235 de la 
Constitución Política. Segunda observación, lo anterior 
implica que como parte de su motivación, no se le dé 
importancia a los casos de personas no aforadas que 
han obtenido una primera sentencia condenatoria, 
esto es en procesos que no son de única instancia y en 
los que en primera fueron absueltos, pero en segunda 
resultaron condenados. En esta última hipótesis, es 
claro que el estándar convencional no considera que el 
recurso extraordinario de casación sea el mecanismo 
judicial, que de manera plena garantice el derecho a 
la impugnación y Doble Conformidad, pues dada la 
técnica que se requiere y los requisitos para su admisión, 
la casación se torna en un instrumento complejo y que 
no está al alcance de todos los condenados.

Se limita el acceso al derecho a la impugnación 
de aquellas personas que no hayan sido juzgadas en 
un proceso penal de única instancia, pues el artículo 
4° del proyecto de ley que estamos analizando, que 
trata sobre el plazo para presentar la impugnación a la 
sentencia condenatoria, menciona a “Las personas que 
estén legitimadas”, en un ejercicio de interpretación 
con el artículo 1° del proyecto, nótese que este artículo, 
que trata sobre el objeto de la ley dice: “La presente ley 
tiene por objeto garantizar los derechos fundamentales 
a la Doble Instancia, Doble Conformidad y a la 
favorabilidad en el ámbito penal, en concordancia con 
lo dispuesto”.

Presidente:
Doctor Rafael, le damos dos minutos más de 

tiempo, para que usted redondee su idea, termine su 
intervención. Prenda el micrófono doctor Rafael, por 
favor.

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Rafael Andrés Gómez Gómez:

Muchas gracias, excúseme, mil gracias. Entonces 
retomando, se limita el derecho a la impugnación a 
aquellas personas que no hayan sido juzgados en un 
proceso penal de única instancia. Tenemos también 
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como observación, que debe tenerse en cuenta que 
fijar un plazo máximo de seis meses para acudir a la 
aplicación de la impugnación especial, representa un 
asunto problemático con la redacción del proyecto, 
lleva implícito que las sentencias condenatorias 
que se han emitido hasta el momento no estarían 
en firme, lo que generaría problemas en materia de 
prescripción de la acción penal. Consideramos, que 
la impugnación especial tiene una doble connotación 
de derecho de acción y en ese orden de ideas al 
contener ese carácter de acción, es importante que 
se precisen términos claros sobre la prescripción de 
la acción penal, aspecto que merece ser estudiado 
y desarrollado con mayor cautela, para evitar un 
colapso del Sistema Judicial.

No puede desconocerse, que los procesos penales 
adelantados durante este amplio lapso, se han 
realizado conforme a las reglas de derecho interno 
vigentes para la época de cada proceso, en ese orden 
de ideas, no debe desconocerse la legitimidad de 
las actuaciones de las autoridades judiciales que 
han conocido y adelantado los procesos penales, 
en ese sentido, una mejor alternativa es desarrollar 
el derecho a la impugnación como una acción 
especial, que no implique desconocer los efectos de 
la cosa juzgada, hasta tanto se resuelva de fondo la 
impugnación especial. Adicionalmente, teniendo en 
cuenta el momento desde que entró en vigencia el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
en Colombia ha habido un tránsito legislativo, en el 
que han existido diversos sistemas de juzgamiento 
en materia penal, que tienen diferencias tanto en 
lo referente al estándar de conocimiento, como al 
régimen de valoración de la prueba, que es necesario 
deben analizarse en el proyecto de ley de la materia, 
porque las reglas de derecho que estaban vigentes en 
cada una de las épocas en las que se emitieron esas 
sentencias, pues fueron cambiando en la medida en 
que pasó el tiempo. Y adicionalmente, el proyecto 
no aborda una de las problemáticas que surgirán con 
ocasión a la impugnación especial, y es lo referente 
a aquellos casos en que los condenados producto 
de la impugnación resulten absueltos o se reduzcan 
penas, pero ya las hayan cumplido.

Presidente:
Doctor Rafael, ya terminó el tiempo, le 

agradecemos mucho su intervención. Se encuentran 
otras personas en la plataforma, queremos saludar 
de manera especial al honorable Representante José 
Gustavo Padilla, creo que él va a intervenir también, 
en su momento le estaremos dando el uso de la 
palabra. Le damos treinta segundos al doctor Rafael 
para que concluya, por favor, si es tan amable. 
Doctor Rafael encienda su micrófono, por favor.

Continúa con el uso de la palabra el doctor 
Rafael Andrés Gómez Gómez:

Muchas gracias señor Representante. La última 
observación, es que el proyecto no aborda una 
de las problemáticas que surgen con ocasión a la 
impugnación especial, y es lo referente a aquellos 
casos en los que los condenados, producto de la 
impugnación, resulten absueltos o se reduzcan 
penas, pero ya las hayan cumplido o, peor aún, que 

hubieren sido declarado extintas. Valdría la pena 
analizar si tendrían derecho a acceso a medidas 
de reparación por parte del Estado colombiano, al 
no habérseles reconocido a tiempo esta garantía 
comisional. Muchas gracias por el tiempo.

Presidente:
Doctor Rafael, a usted muchísimas gracias, 

gracias por sus aportes, son valiosos, esa parte de 
los seis meses no la tenemos prevista nosotros, aquí 
esa opinión es fundamental. Continuamos con la 
doctora Paula, que se encuentra presente acá en el 
recinto, doctora Paula Cuéllar con mucho gusto el 
uso de la palabra.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la doctora Paula Cuéllar:

Bueno, muy buenas tardes a todos, muy buenas 
tardes a todas. En primer lugar, quiero agradecer 
este espacio para poder participar en esta audiencia 
pública sobre este proyecto de ley, de un tema tan 
importante como lo es la doble instancia y la Doble 
Conformidad, pues definitivamente de acuerdo con 
todas las personas que han precedido, todas las 
personas que han participado con sus opiniones al 
respecto, si se ha demorado el Congreso en regular 
integralmente este tema como ya lo había venido 
exhortando la Corte Constitucional en diferentes 
momentos, a partir de la Sentencia 2014, pues 
entendemos que a partir de este momento muchas 
personas buscaron acceder a la impugnación 
de sentencias condenatorias, pero a través de 
otras vías como por ejemplo, la acción de tutela, 
buscando materializar este derecho fundamental, 
congestionando los despachos judiciales sin duda 
alguna, y por esta y muchas otras razones es 
importante ya regular de manera definitiva este 
tema.

En consideración con lo que ha dispuesto la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
también disponiendo pues que el Congreso, el país, 
el Gobierno a través del Congreso de la República 
regule este tema, pues ya nos hemos demorado 
bastante en materializar este derecho, que no existe 
a partir de lo consagrado en la Sentencia de 2014, 
sino que viene con rango constitucional desde 
1991 y además desde la entrada en vigencia de 
los Convenios y los Convenios Interamericanos 
de Derechos Humanos. Entonces, pues ojalá, lo 
único que puedo decir es que me parece excelente 
que ya se esté regulando este tema, y esperamos 
que se surta todo el trámite de manera eficiente, se 
trata de una ley estatutaria que requiere la mayoría 
absoluta para su aprobación, y están pendientes pues 
todos los debates que tienen que surtirse para que 
efectivamente sea ley de la república. Entonces creo 
que este es un punto muy importante, quiero resaltar 
que ojalá este proyecto en esta oportunidad no se 
caiga, sino que logre eficientemente su cometido y 
pueda llegar a ser ley de la república. Gracias.

Presidente:
Doctora Paula a usted muchísimas gracias. En 

plataforma se encuentra el doctor Carlos Andrés 
López, él es profesor de la Universidad Cooperativa 
de Colombia, de la línea penal y es paisano nuestro, 
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es de la sede de Neiva, doctor Carlos Andrés López 
con mucho gusto encienda su micrófono y tiene 
el uso de la palabra y además le agradecemos su 
participación.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Carlos Andrés López, profesor de la 
Universidad Cooperativa de Colombia:

Muchas gracias doctor. Doctor, básicamente me 
uno al ejercicio que se está dando, me parece que el 
proyecto de ley es absolutamente necesario, toda vez 
que se abren posibilidades a interpretaciones muy 
amplias. Entonces, considero que es pertinente, me 
parece que no rebosa ni desborda las posibilidades 
del Derecho, me parece, al contrario, que puede 
cumplir eficientemente el proyecto las necesidades 
que están encaminadas a satisfacer con mayor 
claridad el uso del mecanismo.

Entonces, pues mi total respaldo doctor y 
cualquier acotación adicional, en los próximos días 
junto con otro colega vamos a hacerles un aporte 
escrito, con el fin, si necesita, como para dar un 
aporte jurídico más profundo, pero en este momento 
simplemente apoyar completamente el proyecto, 
y considero que cumple con todos los requisitos 
para que sea una herramienta jurídica eficiente y 
coherente. Gracias doctor.

Presidente:
Doctor Carlos Andrés a usted muchísimas gracias. 

En plataforma se encuentra también el doctor 
Luis Ángel Esguerra, él es abogado especialista, 
bienvenido doctor Luis Ángel, tiene con gusto el uso 
de la palabra.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Luis Ángel Esguerra Marciales, Abogado 
Especialista:

Buenas tardes, muchas gracias doctor Henry 
Cuéllar y a todos los participantes un saludo. 
Mi participación, mi intervención va a ser muy 
concreta y muy puntual, la verdad es que me uno 
a los comentarios ya expuestos anteriormente, 
sobre la necesidad y urgencia de esta ley, toda 
vez que el Estado colombiano está incumpliendo 
manifiestamente los tratados internacionales, así lo 
ha reconocido la propia Corte Constitucional en sus 
recientes fallos, incluso en el fallo reciente citado por 
quienes han intervenido anteriormente, la Sentencia 
SU-146 del 2020, donde exhorta al Congreso a 
legislar sobre la materia. Solo quiero llamar la 
atención, que de acuerdo a los planteamientos de 
la Corte Constitucional sentados en dicho fallo, la 
aplicación del principio de la Doble Conformidad 
particularmente, solamente la reconoce a partir del 
año 2014, a partir del 30 de enero del año 2014, 
tal como lo expuso ampliamente el doctor Saulo 
Arboleda.

Sin embargo, es importantísimo, para efectos 
de la motivación de este proyecto de ley, tener 
en cuenta que ya la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos se pronunció más allá, para 
decir que no es viable desde el punto de vista del 
Derecho Internacional, limitar el reconocimiento 
de este derecho a partir del mencionado año, tal 
como lo han mencionado varios de los exponentes, 

pues se trata de un derecho humano inherente al 
ser humano, que no fue incorporado en el año 
2014, toda vez que dichos derechos no son objeto 
de incorporación por parte de decisiones judiciales 
,mediante las decisiones judiciales simplemente se 
reconocen o se amparan esos derechos, que ya son 
preexistentes a los pronunciamientos o decisiones 
judiciales, pero en el caso particular del doctor Saulo 
Arboleda, pues ya la Comisión lo señaló de manera 
expresa, en el sentido de que el Estado colombiano 
sigue incurriendo en violación de los tratados 
internacionales, sí limita el reconocimiento de ese 
derecho a partir del mencionado año. Entonces, 
eso es muy importante que se tenga en cuenta en la 
sustentación del proyecto.

Ya, particularmente sobre el texto, me uno a los 
comentarios del doctor Rafael Andrés Gómez, en 
el sentido de que de acuerdo a la redacción actual 
del proyecto, se hace necesario hacer énfasis en el 
concepto de la Doble Conformidad, toda vez que 
en el artículo 1°, que hace referencia al objeto de la 
ley, únicamente hace referencia a la sentencia penal 
condenatoria de única instancia y debemos tener en 
cuenta que la norma se extiende a la aplicación del 
principio de la Doble Conformidad, que comprende 
también sentencias condenatorias o primeras 
sentencias condenatorias aún en procesos de doble 
instancia. Entonces, es muy importante hacer 
precisión en el texto mismo de la norma, sobre el 
alcance de ese concepto de la Doble Conformidad.

Ello también para precisar el texto del artículo 
5°, que al hacer referencia a la impugnación de 
sentencias únicamente las refiere a las sentencias 
condenatorias proferidas en única instancia. 
Entonces, considero que es necesario que en el texto 
de la norma, se haga claridad y precisión sobre el 
principio de la Doble Conformidad, entendiendo 
que incluye también aquellas sentencias o primeras 
sentencias condenatorias, proferidas aún en 
procesos de doble instancia. Agradezco muchísimo 
este espacio de participación, muy amables, muchas 
gracias.

Presidente:
Doctor Luis Ángel, a usted muchísimas gracias, 

muy amable. Tenemos también conectado al doctor 
Brayan Fernando Sanabria Gómez, con el mayor 
de los gustos tiene el uso de la palabra por cinco 
minutos y podemos ampliar el tiempo dos minutos 
más si le hace falta, si es necesario.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Brayan Fernando Sanabria Gómez, 
del Juzgado Penal Municipal de Piedecuesta, 
Santander:

Gracias doctor muy amable, gracias por la 
invitación. En primer lugar, me uno a los aportes 
con los que comparto con el doctor Rafael Andrés, 
sobre la prescripción de la acción penal en relación 
al ejercicio del principio de Doble Conformidad y 
a los eventos en los que eventualmente la persona 
pues ya haya cumplido la pena en relación a la 
responsabilidad que le pueda asistir al Estado, creo 
que el proyecto de ley también debe ahondar un 
poco más en relación a la temporalidad que debe 
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regir el principio de Doble Conformidad, toda vez 
que colocar un limitante, considero pues que no está 
llamado en razón a su naturaleza que es considerado 
un derecho humano.

Otro de los aspectos es que creo que el proyecto 
de ley estatutaria también se queda un poco corta, 
en relación al procedimiento que se le pretende dar 
para aplicación del principio de Doble Conformidad, 
toda vez que pues nos indica en el artículo 4° del 
proyecto de ley, creo es el parágrafo 1°, nos indica 
que se regía bajo las mismas normas de la Ley 906 
de 2004, sin embargo, también el doctor Rafael, nos 
indicaba que en su momento las reglas establecidas 
para el ejercicio de la impugnación, no de la 
impugnación especial, no podían ser suplidas por el 
ejercicio del recurso extraordinario de casación, y es 
bien conocido pues que la Corte Suprema de Justicia 
ha indicado, que en los eventos en los cuales ellos 
hayan hecho el conocimiento de este principio de 
Doble Conformidad, pues no estarían llamados a 
estudiar nuevamente en el ejercicio del Derecho, de 
colocar un recurso extraordinario de casación y creo 
que la norma deberá en su momento ahondarlo. Esos 
serían, pues, como los únicos aportes que el suscrito 
haría sobre el proyecto de ley, y pues nuevamente 
agradeciendo la invitación hecha para participar en 
este foro.

Presidente:
Le agradecemos mucho al doctor Brayan. Bueno, 

creo que ya se han surtido todas las intervenciones 
doctor Saulo, entonces nos queda agradecerle a 
quienes han participado en esta audiencia pública, 

doctor Saulo Arboleda; al doctor Mauricio Alarcón; a 
la autora, Paula Cuéllar, quienes han hecho presencia 
en este recinto. Desde la plataforma nos acompañaron 
el doctor Brayan Fernando Sanabria Gómez, del 
Juzgado Penal Municipal de Piedecuesta desde 
Santander; nos acompañó también el doctor Germán 
Calderón España, él es abogado; el doctor Mauricio 
Alarcón, bueno, ya haciendo presencia acá; al doctor 
Carlos Andrés López Pérez, muchísimas gracias, él es 
profesor de la Universidad Cooperativa de Colombia 
en la línea Penal Sede Neiva y al doctor Luis Ángel 
Esguerra, abogado especialista, de manera especial 
a nuestra Secretaria doctora Amparito, a nuestra 
coadyuvante acá de Secretaria también, a la doctora 
Jessica Celada, a nuestro control máster de sonido, de 
video y audio, muchísimas gracias, a todos ustedes 
muchísimas gracias, muy amables.

Secretaria:
Así se hará señor Presidente, usted ha terminado 

la audiencia siendo la 3:58 de la tarde, manifestarles a 
quienes intervinieron de manera remota y de manera 
presencial, por favor hacer llegar sus comentarios a la 
Comisión Primera, no sin antes manifestar, además 
que esta audiencia pública será transcrita y publicada 
en la Gaceta del Congreso, además como insumo 
para la ponencia para primer debate en la Comisión 
Primera de la Cámara de Representantes, que después 
de este trámite se radicará la misma para continuar 
con su discusión y votación en la Comisión. 

¡Mil gracias a todos muy buenas tardes!
Anexos: Veintiocho (28) folios.
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